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ARGUMENTARIO Y RESUMEN DE ALEGACIONES PRESENTADAS AL BORRADOR DEL 

PLAN HIDROLÓGICO DEL GUADIANA 2022-2027 
 
Nunca antes, una Propuesta de Borrador de plan hidrológico de la cuenca del Guadiana, 
había sido tan lesiva para los distintos usuarios del agua, como la que ahora se expone 
en información pública para este tercer ciclo de planificación. 
 
En la Propuesta que nos ocupa, se prevé una limitación de derechos privativos al uso 
del agua, absolutamente desmedida, sin estudios técnicos que la avalen y con una 
insuficiencia de datos que llevan a la total indefensión a los destinatarios de la norma, 
con infracción de los requisitos legales que debe cumplir la información pública. 
 
Se han establecido unos perímetros de protección sin respetar la legalidad, y sin que 
los afectados por dichos perímetros, sepan quiénes son ni en qué les afecta, sino sólo 
que, de estar ubicadas sus explotaciones en dichos perímetros, -algo imposible de 
constatar en la información pública facilitada-, verán totalmente limitados sus derechos, 
hasta incluso contemplar el cese total de las extracciones en dichos perímetros. 
 
Se prohíben todo tipo de ampliaciones de superficie sin incremento de volumen, 
dejando desamparados a todos aquellos usuarios que tienen cursadas sus solicitudes de 
transformación de expedientes durante años, paralizadas en la Confederación 
Hidrográfica del Guadiana, pendientes de resolución, y a la espera de que ahora, si se 
aprueba este Borrador, tras más de cuatro, cinco, seis y hasta siete y ocho años, les sean 
denegadas. Eso sí, con una excepción, para aquellos que pretendan ampliar superficie 
“comprando derechos”. Nos preguntamos qué justificación técnica tiene esta previsión. 
 
Se reducen las asignaciones y reservas de recursos para usos y demandas actuales y 
futuras, de forma desproporcionada y sin motivación alguna y se incrementan las 
necesidades ambientales de 58,81 hm3 a 92,3 hm3, reconociéndose que, ciertamente 
carecen de los estudios pertinentes para ello. 
 



La reducción de las reservas para usos industriales es asombrosa: de 7 hm3/año en el 
plan vigente a 0,25 hm3/año en la Propuesta. 
 
Los usos de riego pasan de 95,05 Hm3/año a 89,8 Hm3, sin reservas. 
 
Las concesiones para uso ganadero se reducen de 15.000 m3 a 7.000 m3. 
 
Se altera, en el Sistema Oriental de la demarcación hidrográfica, el orden de prioridad 
de los aprovechamientos, sin razonamiento técnico alguno. 
 
En las concesiones para los usos de riego, se establece un plazo máximo de 25 años de 
duración, muy lejos de los 75 años previstos en el art. 59.4 TRLA, art. 97 del RDPH y art. 
93.3 de la LPAP, sin atender a la amortización de las obras e infraestructuras y 
contraviniendo la normativa de aplicación. 
 
De nuevo, la puesta en marcha de la Tubería Manchega, se prevé que “probablemente” 
no esté acabada tampoco en este tercer ciclo, incumpliendo de forma flagrante la 
normativa y regulándolo así, sin ningún pudor jurídico, a pesar de tratarse de una 
actuación de interés general y de urgente prioridad, según declara la Disposición 
Adicional Decimoquinta de la LPHN. 
 
Se prioriza, también en este tercer ciclo, la puesta en marcha de los sondeos de 
emergencia del PNTD, en contra de lo informado por el IGME y por el CEDEX, sin 
efectuar trasvases disponibles desde 2012/2013. 
 
Sigue sin realizarse ninguna previsión para regularizar las explotaciones prioritarias, 
cuyos expedientes están paralizados en el organismo de cuenca desde hace 13 años, sin 
dotación de reserva alguna para ellas. 
 
Y tampoco hay previsión alguna de ejecución de pozos de recarga artificial de las MASb 
declaradas en riesgo, como por el contario, sí contempla el Plan de cuenca vigente. 
 
Por si fuera poco, y en cuanto a la contaminación difusa producida por nitratos 
procedentes de fuentes agrarias, se establece el obligado cumplimiento de un “futuro” 
Real Decreto, que aún no existe, obligando al cumplimiento de una norma inexistente 
e ineficaz y en contra de todos los principios de legalidad y seguridad jurídica. 
 
Además, en el “Programa de Medidas”, las líneas de ayuda para el fomento de empleo 
de métodos de producción más respetuosos con el medio ambiente, agricultura 
ecológica, asesoramiento a agricultores, prácticas agrícolas para laboreo de 
conservación del suelo, ayudas a comunidades de regantes para la mejora y 



modernización de regadíos y difusión para evitar contaminación por nitratos, se 
circunscriben exclusivamente, al ámbito de Extremadura, haciendo de peor condición 
a unos usuarios respecto a otros en la misma demarcación, sin argumento legal ni 
técnico alguno. 
 
Por el contrario, en las medidas programadas, la mejora del conocimiento de las MASb 
se reducen de 12,901 M€ a 4,5 M€ y no contempla ni la ampliación ni la mejora de la 
red piezométrica existente en las MASb declaradas en riego del Alto Guadiana, para 
actualizar los conocimientos técnicos sobre el funcionamiento de las Masas, su 
interrelación y el grado de conexión con las aguas superficiales, especialmente en el área 
de influencia del PN Tablas de Daimiel, Ojos del Guadiana y PN Lagunas de Ruidera.  
 
En definitiva: 
 
La Propuesta de PHC es absolutamente contraria a la Directiva Marco del Agua, a la 
legislación nacional y al DESARROLLO SOSTENIBLE, pues en lugar de mantener el 
equilibrio entre sus tres vertientes (medioambiental, económica y social), aboca a la 
ruina económico-social al sector agroalimentario, promoviendo la despoblación de la 
zona, -esa España vaciada que, precisamente quiere evitarse-, con unas desorbitadas 
limitaciones de derechos, sin cobertura ni jurídica ni técnica y con una burocracia que 
hace inviable cualquier explotación agroalimentaria. 
 
Por el contrario, y en lugar de prever una planificación sostenible, además de 
limitar/expropiar los derechos de los usuarios con aprovechamientos de aguas inscritos, 
se incrementan las campañas de vigilancia en una zona – el Alto Guadiana- que no puede 
estar ya más vigilada, las 24 horas del día, por la mañana, por la tarde y por la noche, 
con convenios con el Seprona, drones, vehículos, motos y una dotación de personal y 
recursos, que bien podía destinarse a resolver los expedientes en trámite que llevan 
años paralizados en el organismo de cuenca. 
 
De igual forma, se incrementa, otra vez el coste unitario del agua, (del anterior anulado 
judicialmente de 0,12€/m3 se eleva en la Propuesta a 0,173 €/m3 para el uso de riego), 
sin que haya forma alguna de entender los cálculos que propone la Administración y se 
prevé el estudio de la creación de una TASA para el agua subterránea, a pesar de que: 
i) no existe marco jurídico alguno para su exacción, ii) la Administración no presta 
ningún servicio a los usuarios, iii) no garantiza el acceso y disponibilidad del recurso, iv) 
ni participa ni asume los costes derivados de la extracción y mantenimiento. 
 
Por lo expuesto, esta Comunidad solicita, dada la inconsistencia técnica y jurídica de la 
Propuesta sometida a información pública, que tachamos de insuficiente e inválida por 
desconocer los destinatarios de la norma la posible afección de sus bienes e intereses 



legítimos y el contenido y efectos de las medidas limitativas que pretenden imponerse, 
se deje sin efecto la misma, interesando la prórroga del PHC vigente en este tercer 
ciclo de planificación hidrológica (2022-2027). 
  
Si se continua con la presente revisión, en los términos en los que ha sido formulada, 
deberá necesariamente incluirse un RÉGIMEN TRANSITORIO para los procedimientos 
en trámite, que deberán regirse por la normativa actualmente vigente RD 1/2016 de 8 
de enero, tal y como formulamos en la Alegación Vigésimo Cuarta de este escrito y 
ordenarse la prórroga del PEAG, interesando sean acogidas las siguientes alegaciones 
a cada uno de los artículos de la Propuesta. 
 


